
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL - Se configura, por exceso ritual manifiesto al descartar un dictamen pericial por aspectos formales que fueron subsanados en la audiencia de pruebas / MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Contra acto administrativo de retiro del servicio activo de miembro de la Policía Nacional
Para la Sala, en el caso concreto la ausencia de un soporte documental no constituye una justificación clara y convincente por parte de los jueces de conocimiento, para concluir que no se acreditaron unos requisitos que aunque se echaban de menos en el dictamen pericial, luego fueron indicados por el perito en la etapa probatoria, se reitera, bajo la gravedad de juramento. Así las cosas, en este específico punto se encuentra acreditada la existencia de un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, como quiera que se dio mayor prevalencia a unos requisitos formales que, en todo caso, se pudieron haber encontrado acreditados al realizar el análisis conjunto del dictamen y las manifestaciones del perito en la audiencia de pruebas, sin que haya una razón válida para considerar que el experto carecía de la idoneidad necesaria para rendir la experticia. (…) no se entiende tampoco por qué la autoridad judicial decide apartarse de la afirmación del perito que, dicho sea de paso, no fue controvertida por ninguna de las partes en la audiencia, lo cual se suma al hecho de que el dictamen nunca fue tachado ni objetado en el proceso. (…) la Sala considera que (…) la autoridad judicial de segunda instancia, dentro de su autonomía judicial y sana crítica deberá realizar el estudio del dictamen pericial ya mencionado, justamente para determinar si existió la irregularidad alegada en la demanda. Para ello, en el fallo de reemplazo, deberá estudiar de manera conjunta todos los medios de prueba que obran en el expediente para establecer la autenticidad y originalidad del documento que sirvió de fundamento para dictar el acto administrativo demandado y, de esa manera, adoptar la decisión que en derecho corresponda. (…) Con base en todo lo hasta aquí expuesto, la Sala revocará el fallo de primera instancia y, en su lugar, concederá el amparo (…).
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 86 / LEY 1564 DE 2012 - ARTÍCULO 226 / LEY 1437 DE 2011 - ARTÍCULO 219 / DECRETO 2591 DE 1991 / DECRETO 1800 DE 2000
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA
Consejero ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO
Bogotá, D.C., nueve (9) de mayo de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-04031-01(AC)
Actor: JUAN GUILLERMO ORTIZ POSADA
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SUCRE Y OTRO
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la parte actora contra el fallo del 12 de diciembre de 2018, a través del cual el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B denegó el amparo solicitado.
ANTECEDENTES

La petición de amparo

Mediante escrito radicado el 29 de octubre de 2018 en la Secretaría General de esta Corporación, el señor Juan Guillermo Ortiz Posada, actuando en nombre propio, interpuso acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Sucre y el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Sincelejo, con el objeto de que se protegieran sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al acceso a la administración de justicia.
Estimó quebrantados tales derechos con ocasión de las sentencias del 24 de julio de 2017 y 18 de mayo de 2018, a través de las cuales las autoridades judiciales demandadas denegaron las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado 70001-33-33-007-2015-00108-01, promovida por el accionante en contra de la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional.

En concreto, solicitó a esta Corporación:

“1. Amparar mis Derechos Fundamentales al Debido Proceso, a la Igualdad y al Acceso efectivo a la Administración de Justicia.

2. Consecuente con lo anterior, se revoque y deje sin efectos las sentencias de primera y segunda instancia, emitidas por el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Sincelejo – Sucre y Tribunal Administrativo de Sucre – Sala Primera de Decisión Oral respectivamente, proferidas dentro del proceso de nulidad y restablecimiento de derecho bajo el radicado N. 70-001-33-33-007-2015-00108-00.

3. Ordenar a la(s) accionada(s), que en un término de 15 días, emita una Sentencia Judicial concediendo la totalidad de las pretensiones invocadas en la Demanda Contenciosa de Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada oportunamente por el suscrito bajo el radicado antes referenciado.”.
 (Resaltado del texto original)

Hechos 

El accionante expuso los siguientes hechos, que a juicio de la Sala resultan relevantes para la decisión que se va a adoptar en el presente asunto:

Afirmó que se desempeñó como funcionario de la Policía Nacional entre el 2006 y el 2014, y que mediante acta proferida por la Junta de Evaluación y Calificación para Suboficiales, Personal del Nivel Ejecutivo y Agentes, se recomendó al director de la institución que fuese retirado del servicio de forma discrecional, basado en la falta de resultados operativos durante cierto periodo y porque había excedido en 119 ocasiones los límites de velocidad.
Indicó que mediante Resolución 5480 del 23 de diciembre de 2014 fue retirado discrecionalmente del servicio activo de la Policía Nacional.
Señaló que presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la anterior decisión, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Sincelejo.

Refirió que dicha autoridad judicial denegó las pretensiones de la demanda mediante sentencia del 24 de julio de 2017, decisión que fue confirmada por el Tribunal Administrativo de Sucre a través de fallo del 18 de mayo de 2018.
Sustento de la vulneración

Según la parte actora, las providencias demandadas incurrieron en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, así como en un defecto fáctico por indebida valoración de las pruebas que obraban en el expediente.
Explicó que la decisión de retirarlo del servicio tuvo como fundamento el Formulario II de Seguimiento y Evaluación Periodo 2014, que se le notificó, pues las firmas allí plasmadas no son las suyas.
Alegó que su firma fue falsificada en diferentes anotaciones que se hicieron en el referido formulario, razón por la cual presentó la correspondiente denuncia y queja disciplinaria ante las autoridades competentes.
Insistió en que nunca fue notificado de tales registros y, por tal razón, no pudo presentar los recursos de reclamación y revisión de que trata el Decreto 1800 de 2000.

Mencionó que mediante orden de trabajo prescrita por su apoderado, el perito en grafología Andrés Mauricio Bermúdez Palacio realizó el estudio grafológico al Formulario de Seguimiento y Evaluación en el que aparecían las anotaciones en su contra, del cual pudo concluir que su firma no correspondía con la que aparecía en ellos.
Advirtió que el peritaje fue aportado oportunamente en la demanda ordinaria, sin que haya sido objeto de reparo o tacha por parte de la entidad demandada, ni se aportó un dictamen que controvirtiera los resultados allí obtenidos.
Sostuvo que a pesar de que ese estudio daba cuenta de la falsedad que recaía sobre su firma, el mismo no fue tenido en cuenta por parte de las autoridades judiciales, pues de lo contrario se hubiera accedido a las pretensiones de la demanda.
Por otra parte, consideró que no se hizo ninguna valoración de los argumentos con los que se demostraba la falsa motivación en que incurrió el acto administrativo que ordenó su retiro, con los cuales se acreditaba que su desvinculación no obedecía a una verdadera necesidad o mejora del servicio policial.
Expresó que no se valoró objetivamente su hoja de vida, ni las condiciones profesionales, laborales y personales, razón por la cual la motivación del acto administrativo enjuiciado era arbitraria y sin valor probatorio que respaldara la decisión de retirarlo del servicio.
Recalcó que la resolución que dispuso su retiro carecía de argumentos sólidos y probatorios, pues de ser cierto que no había cumplido con los objetivos propuestos, su formulario de seguimiento y evaluación habría sido calificado como incompetente, deficiente o aceptable, situación que no se dio en su caso.
Agregó que tal circunstancia demostraba la falsa motivación como causal de nulidad del acto administrativo demandado, pero no fue tenida en cuenta por las autoridades judiciales accionadas.
Explicó que en las anotaciones que obraban en su hoja de vida, y en los cuales se había adulterado su firma, se realizaron llamados de atención por (i) no entregar resultados operativos y (ii) exceder la velocidad en 119 ocasiones.

Para controvertir tales circunstancias, destacó que en el 2014 tenía como meta asignada garantizar la seguridad en los tramos viales con el fin de reducir los delitos en las vías en un 100%, los actos terroristas contra la infraestructura vial y 20% de los retenes ilegales sobre la red nacional de cobertura.
Aseguró que no hubo incumplimiento de tales compromisos adquiridos, contrario a lo expuesto por la Policía Nacional, precisamente porque en ese año no se presentó ningún acto terrorista contra la infraestructura vial ni retenes ilegales y, en cambio, se generó una reducción de 23 muertes en accidentalidad en comparación con el año 2013.
Indicó que tampoco era ajustado a derecho que se sancionara con un retiro discrecional a un excelente servidor policial bajo el supuesto de que en determinadas fechas no aportó resultados operativos, cuando su actividad se basaba en la prevención, sumado al hecho de que la función de la policía es de medio más no de resultado.
Expuso que durante el periodo solo se presentó un caso de piratería terrestre, lo cual estaba acorde con la meta que le fue impuesta, relacionada con incrementar las actividades operativas para reducir este tipo de delitos en un 88.5%.
Destacó que al no presentarse ningún acto terrorista y reducir el hurto a mercancía terrestre, cumplió a cabalidad los objetivos impuestos en la concertación de la gestión del año 2014 y, por ende, debía entenderse que sus actividades preventivas dieron lugar a los resultados esperados.
Mencionó que caso contrario hubiera sido si en esas fechas se hubiesen presentado ataques contra la infraestructura vial u otro tipo de actividades delictivas, por lo que esto demostraba aún más la falsa motivación en que incurrió el acto demandado.
Alegó que la afirmación según la cual había excedido los límites de velocidad en 119 ocasiones a 150 kilómetros por hora, carecía de algún soporte expedido por las autoridades de tránsito competentes pues, contrario a ello, la Secretaría de Tránsito y Transporte de Sincelejo certificó que no figuraba ningún comparendo por exceso de velocidad en su contra.
Explicó que la Policía Nacional basó dicha consideración en los reportes del dispositivo GPS, sin embargo, nunca se dio a conocer esta prueba técnica o algún soporte que diera cuenta que la misma sí existió.
Resaltó que no se señaló en qué fechas excedió los límites de velocidad, y que los registros que sustentan dichas contravenciones, así como la de la falta de resultados operativos, son precisamente aquellos respecto de los cuales se encontró que su firma había sido suplantada.

Sostuvo que en primera instancia, la juez Séptima Administrativa del Circuito Judicial de Sincelejo decidió no tener en cuenta el dictamen aportado con la demanda, bajo el argumento de que la prueba grafológica no cumplía con los requisitos formales del artículo 226 del Código General del Proceso, en atención a que la licencia de auxiliar de la justicia – grafólogo, expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, no lo acreditaba como tal porque únicamente era válida para la posesión.

Agregó que, con base en lo anterior, la juez concluyó que no existía un convencimiento técnico y científico respecto de la adulteración, suplantación y dubitación de las firmas sometidas a grafología.
Afirmó que, contrario a ello, se cumplieron todos los requisitos establecidos en la norma antes referida.
En cuanto a la identidad del perito, expresó que el mismo se identificó plenamente otorgando sus datos personales en la audiencia de pruebas, por lo que este requisito formal estaba cumplido.

Aseguró que aunque la juez consideró que la tarjeta expedida por el Consejo Superior de la Judicatura no era suficiente para reconocer al señor Andrés Mauricio Bermúdez Palacios como perito grafólogo, según ella porque la misma sólo era válida para posesionarse, lo cierto es que se trataba de la licencia otorgada por la autoridad competente, con la cual podía acreditar su calidad de perito y actuar como tal en el proceso.

Refirió que otro de los requisitos que la autoridad judicial encontró como no cumplido, fue la realización de publicaciones durante los últimos 10 años por parte del perito; sin embargo, alegó que dicho presupuesto era formal y opcional.

Aclaró que el requisito de no estar incurso en alguna causal de inhabilidad también se acreditó, pues de lo contrario la tarjeta expedida por el Consejo Superior de la Judicatura no estaría vigente.

Recalcó que todos los demás presupuestos establecidos en la norma se habían cumplido por el perito, contrario a lo expuesto por la juez de primera instancia.

Destacó que la entidad demandada no contestó la demanda y, además, no impugnó ni tachó de falso el dictamen pericial.

Señaló que la autoridad judicial lo descartó de plano por aspectos netamente formalistas, mas no de fondo, por lo que se incurrió en exceso ritual manifiesto.

Aseveró que el dictamen presentado fue sólido, claro, exhaustivo, preciso y claro en sus fundamentos, en el cual se concluyó que las cuatro firmas ilegibles plasmadas en el Formulario II de Seguimiento en las anotaciones del 18/08/14, 07/10/14, 22/10/14 y 08/11/14, que demostraban que había sido notificado de los llamados de atención en su contra por no entregar resultados y por exceder la velocidad en 119 ocasiones, no correspondían al impulso gráfico, ni al hábito grafo escritural de las muestras tomadas como patrón, firmadas y pertenecientes al demandante.

Mencionó que ese documento público no era auténtico y, en atención a que el mismo sirvió como insumo para retirarlo discrecionalmente de la institución, no podía usarse para justificar una aparente actuación administrativa dada su ilegalidad e ilicitud, por lo que el acto administrativo demandado estaba falsamente motivado.

Añadió que tampoco fue objeto de valoración en la sentencia de primera instancia el testimonio del intendente Guillermo Luis Rada Pérez, quien fue su evaluador durante el año 2014, pues el funcionario reconoció bajo la gravedad de juramento que las firmas que aparecían en los registros con su nombre tampoco eran suyas, razón por la cual la autoridad judicial no debía considerar auténtico el formulario de seguimiento.

Citó apartes de la declaración del testigo en la audiencia de pruebas realizada en el proceso el 3 de noviembre de 2016, en los siguientes términos:

“INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO: ¿“bueno… en cuanto a las … dijo usted, hay unos folios en los cuales usted dijo que no era su firma, perdón, no era su firma, eh, no era su firma en esos folios por qué trataron de imitarle su firma o es que otra firma de alguien que firmó o dio su nombre? RESPUESTA DEL SEÑOR INTENDENTE RADA PÉREZ: Pudo haber sido doctor, no puedo afirmar con exactitud quien fue, pero … y tampoco puedo señalar usted fue. INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO: NO, el Ministerio Público ha hecho una pregunta muy concreta, Usted dijo esos folios que no eran su firma, ¿trataron de imitar su firma o parece otra firma y otra persona? RESPUESTA DEL SEÑOR INTENDENTE RADA PÉREZ: trataron de imitar mi firma porque no es la mía”. (sic)

Adujo que nada se dijo en la sentencia respecto de esta situación, por lo que no se valoraron integralmente las pruebas, lo cual generó que se desconociera el principio de autenticidad y originalidad de un documento público.

Sostuvo que la juez incurrió en una falacia al afirmar que el Ministerio Público no había emitido concepto dentro del proceso ordinario, por cuanto el mismo sí fue allegado al expediente y, de hecho, en este se solicitó que se accediera a las pretensiones de la demanda de la siguiente manera:
“De lo probado dentro del expediente, tenemos que en la audiencia de pruebas realizada y al cual este ministerio asistió, se probó que el expediente administrativo conformado por la Policía Nacional y el cual fue el argumento para motivar el acto administrativo que retiró discrecionalmente del servicio activo al demandante, existen inconsistencias que quedaron descubiertas en esa misma audiencia al demostrarse que las firmas impresas en el historial de su hoja de vida no corresponde a la que debía estampar su firma, pues, tal conducta da lugar para que se le concedan las pretensiones de la demanda y en su defecto se aviso a las autoridades competentes de tal conducta asumida por la Policía y que han quedado al descubierto”. (sic)
Aceptó que el concepto del Ministerio Público no es vinculante, pero resaltó el hecho de que la autoridad garante de los derechos de la sociedad no tolerara que en un documento público se falsificaran las firmas del evaluado y del evaluador.
En cuanto a la sentencia proferida en segunda instancia por el Tribunal Administrativo de Sucre, también aseguró que se había incurrido en defecto fáctico por indebida valoración de las pruebas allegadas al expediente.
Al respecto, indicó que en esa providencia únicamente se hizo énfasis en la prueba pericial de grafología y, de manera similar a la juez de primera instancia, se concluyó que en el dictamen no estaba acreditada la calidad de profesional del perito, por cuanto la copia de licencia allegada sólo era válida para la posesión en el cargo de auxiliar y no se había aportado copia de la tarjeta profesional, de los títulos académicos o de los documentos que certificaran la experiencia profesional; que no se habían señalado los datos personales de quien realizó el experticio ni había manifestación de estar habilitado para rendirlo.
Sostuvo que esa apreciación por parte del Tribunal demandado permitía concluir que no se tuvo en cuenta que, en la audiencia de pruebas, el perito fue interrogado por la juez y allí exhibió su tarjeta profesional y relacionó sus estudios.
Insistió que la tarjeta o licencia para ejercer el cargo de auxiliar de la justicia en grafología, fue precisamente expedida por el Consejo Superior de la Judicatura y tenía vigencia hasta el 8 de mayo de 2018.

Recalcó que ni el dictamen ni el cargo de perito fueron tachados por la parte demandada en ninguna etapa procesal.
Advirtió que el Tribunal consideró que no había certeza de la cadena de custodia de los documentos originales a los que se les realizó la prueba grafológica, porque aparte de la propia versión del perito, no había constancia alguna de que éste se hubiese hecho presente en el Archivo General de la Policía Nacional para realizar su consulta, o que los documentos revisados fueran efectivamente los originales.
Señaló que en el expediente sí existían elementos que acreditaban que el perito había revisado los documentos originales y que los había solicitado en cadena de custodia.
Mencionó que en el plenario obraba copia de una petición dirigida al director general de la Policía Nacional, en la que se solicitó el traslado en cadena de custodia, del formulario de seguimiento y evaluación original del año 2014, a la oficina de talento humano de la entidad para realizar la experticia técnica.
Agregó que en esa solicitud aclaró que el objetivo era realizar una prueba grafológica y que la misma no podía efectuarse respecto de copias porque carecería de valor probatorio en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho.
Manifestó que la petición fue resuelta mediante oficio S-2015 / ARGEN – GRICO del 22 de abril de 2018, expedida por el Archivo General de la Policía Nacional, en la que se le informó que el procedimiento de cadena de custodia no era viable en ese caso, pero que podía realizar la respectiva diligencia en sus instalaciones sin alterar la custodia de dichos documentos.
Refirió que esta situación fue corroborada por el perito en la audiencia de pruebas, por lo que la juez de primera instancia consideró que no existía duda sobre la autenticidad y cadena de custodia del documento original sobre el cual se realizó la prueba grafológica, como se puede evidenciar en el minuto 47:35 del registro audiovisual de dicha diligencia.
Sostuvo que en la audiencia se le exhibió ese documento al intendente Guillermo Luis Rada Pérez, y aceptó que las firmas allí plasmadas tampoco eran las suyas, testimonio que fue otorgado bajo la gravedad de juramento.
Arguyó que si las autoridades judiciales demandadas tenían duda sobre la autenticidad de las firmas plasmadas en ese documento, pudieron haber decretado y practicado pruebas de oficio para esclarecer tal circunstancia.
Trámite de la acción de tutela

A través de auto del 30 de octubre de 2018, el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, admitió la acción de tutela y ordenó notificar a los magistrados del Tribunal Administrativo de Sucre.

Igualmente, vinculó como terceros interesados a la juez Séptima Administrativa del Circuito Judicial de Sincelejo y al director de la Policía Nacional.

Argumentos de defensa

Realizadas las notificaciones de rigor
, se dieron las siguientes intervenciones:

Policía Nacional
El secretario general de la institución consideró que el Tribunal Administrativo de Sucre explicó claramente las razones por las cuales era inviable otorgarle validez a un dictamen pericial, cuando la persona que lo practicó nunca acreditó su calidad de perito.

Explicó que el hecho de allegar una copia simple de la licencia en grafología únicamente servía para efectos de la posesión en el proceso, en cambio, para actuar en el mismo, el perito debió aportar copia de su tarjeta profesional, situación que al ser desconocida no permitía valorar el peritaje realizado, ya que no estaban acreditadas las competencias interdisciplinares del señor Andrés Mauricio Bermúdez Palacio.

Agregó que el señor Bermúdez tampoco dio a conocer qué estudios tenía, las publicaciones realizadas en los últimos diez años y si había sido designado en la elaboración de un dictamen en los últimos cuatro años, razón por la cual no cumplió con los presupuestos establecidos en el artículo 226 del Código General del Proceso.

Aclaró que el hecho de que el perito haya relatado sus cualidades en la audiencia, ello per se no lo eximía de probarlas para acreditar su idoneidad y experticia.
Sostuvo que tampoco podía dársele valor probatorio a las pretensiones del accionante, porque los testigos que declararon en el proceso no lograron corroborar que hubiera existido adulteración en las firmas de su formulario de seguimiento.

Indicó que aunque el intendente Guillermo Luis Rada Pérez, como autoridad evaluadora del demandante, desconociera algunas de sus firmas en el formulario de seguimiento, lo cierto es que debió haberse cotejado su firma para establecer la veracidad de dicha afirmación, carga que le correspondía al actor y que ahora no puede endilgársela al despacho judicial bajo el principio de la oficiosidad de las pruebas.
Mencionó que el actor no aportó pruebas suficientes para demostrar que su retiro estuvo sustentado en una falsa motivación, ya que trató de desviar el debate jurídico al alegar que las anotaciones realizadas en su contra eran falsas, afirmación que nunca fue acreditada en el proceso y que, por lo tanto, carecía de validez por falta de soporte probatorio.

Advirtió que el Tribunal sí hizo una valoración integral de las pruebas que obraban en el expediente, a partir de la cual infirió que lo procedente era confirmar la sentencia de primera instancia que denegó las pretensiones de la demanda.

En consecuencia, solicitó denegar las pretensiones de la solicitud de amparo constitucional.

Tribunal Administrativo de Sucre
El magistrado ponente de la decisión censurada indicó que no se acreditaron ninguno de los requisitos generales o específicos de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial.

Señaló que no se vulneraron los derechos fundamentales del accionante y que éste pretendía generar una instancia adicional, a pesar que la tutela no constituía un mecanismo alternativo a los medios de defensa consagrados en la ley.

Por lo tanto, solicitó que se deniegue el amparo solicitado.

Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Sincelejo

La titular del despacho aclaró que no fue quien dictó la sentencia cuestionada.

Refirió que las razones que llevaron a proferir tal decisión se encontraban consignadas en la parte considerativa de la providencia, las cuales estaban ajustadas a los supuestos fácticos, normativos y jurisprudenciales allí citados.

Sentencia de primera instancia

El Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, mediante sentencia del 12 de diciembre de 2018, denegó el amparo solicitado por el señor Juan Guillermo Ortiz Posada al no encontrar acreditada la vulneración alegada.
En concreto, explicó que la razón por la cual las autoridades judiciales no tuvieron en cuenta el dictamen pericial aportado por el demandante, obedeció a que no se demostraron las especiales calidades que debe tener cualquier perito en los términos del artículo 226 del Código General del Proceso, de las cuales se demostrara su especial conocimiento en la labor encomendada.
Destacó que, tal y como se concluyó en el proceso, la licencia allegada por el perito acredita a quien toma posesión como auxiliar de la justicia, mas no define ni ilustra al juez acerca de sus calidades profesionales y académicas.
Consideró que la inconformidad del actor obedecía a una supuesta indebida valoración del dictamen pericial; sin embargo, aclaró que dicho estudio sí fue valorado junto con las demás pruebas aportadas al expediente, distinto es que fuera desechado al no cumplir con los parámetros establecidos por el legislador para ser tenido en cuenta.
Recalcó que aunque la decisión adoptada no le fuera favorable, no significaba que se hubieran vulnerado sus derechos fundamentales, pues las providencias cuestionadas estuvieron sustentadas en el material probatorio que obraba en el expediente, frente a lo cual el juez natural del asunto goza de autonomía funcional y se presume la buena fe en sus decisiones.
Agregó que en este caso era claro que las autoridades judiciales emplearon los criterios de valoración atendiendo a la sana crítica, pues luego de analizar racionalmente los medios de prueba, estableció que no existía la ilegalidad propuesta respecto del acto administrativo que ordenó el retiro del accionante.

Concluyó que no se incurrió en defecto fáctico y que se evidenciaba una inconformidad con la posición adoptada por el juez ordinario, circunstancia que no es censurable a través de la acción de tutela, la cual no puede convertirse en una tercera instancia para continuar con el debate presentado en sede contencioso administrativa.

Impugnación

Inconforme con la anterior decisión, la parte actora la impugnó mediante escrito radicado el 22 de marzo de 2019 en la Secretaría General de esta Corporación.

Alegó que en la sentencia de primera instancia, así como en las decisiones proferidas por las autoridades judiciales demandadas, únicamente se tuvo en cuenta lo relacionado con la prueba pericial de grafología, pero se pasaron por alto otras situaciones de hecho y derecho debidamente acreditadas en la demanda, como lo fue la falsa motivación en que incurrió el acto administrativo demandado.
Insistió que todos los motivos que dieron lugar a su retiro fueron desvirtuados, ya que no estaban acreditados los excesos de velocidad, ni atentados terroristas o ataques contra la infraestructura vial del departamento de Sucre.
Aseveró que tampoco se tuvo en cuenta la declaración del intendente Guillermo Luis Rada Pérez, quien afirmó que las firmas que aparecían en el formulario de seguimiento tampoco eran suyas y, por tal razón, lo procedente en ese caso era concluir que el documento no gozaba de los presupuestos de autenticidad y originalidad.
Respecto del dictamen pericial objeto de controversia, resaltó que el mismo fue decretado como prueba en la audiencia inicial por cumplir los requisitos establecidos en la ley, por lo que no entendía por qué posteriormente se estableció que no los cumplía.
Sostuvo que si la prueba no cumplía con los presupuestos legales, desde un principio no se habría decretado.

Reiteró los demás argumentos del escrito inicial de tutela y solicitó que se revoque el fallo de primera instancia.

CONSIDERACIONES

Competencia

La Sala es competente para conocer de la impugnación interpuesta por la parte actora contra la sentencia emitida por el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, en primera instancia, en atención a lo consagrado por los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017
.

Problema jurídico

Corresponde en este caso establecer si hay lugar a confirmar, modificar o revocar el fallo de primera instancia que denegó el amparo solicitado por el señor Juan Guillermo Ortiz Posada.
Para el efecto, se deberá establecer si las autoridades judiciales demandadas vulneraron las garantías constitucionales de la parte accionante, al realizar una indebida valoración de las pruebas que obraban en el expediente y denegar las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho promovida en contra de la Policía Nacional.
Para abordar el problema jurídico planteado se analizarán los siguientes aspectos: i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial y; ii) el fondo del reclamo.

Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

De conformidad con el precedente jurisprudencial proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
, mediante el cual unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, conforme al cual: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.»
. 

La Corporación ha modificado su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, es necesario estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento por la jurisprudencia, como expresamente lo indica la decisión de unificación. 

Así, ahora es importante precisar bajo qué parámetros se hará ese estudio, pues la sentencia de unificación se refirió a los «…fijados hasta el momento jurisprudencialmente…». 

Es claro que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 constitucional y, por ende, la procedencia de esta acción constitucional contra providencia judicial no puede ser ajena a esas características. 

La Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo (procedencia sustantiva) y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto (procedencia adjetiva).

En tales condiciones, debe verificarse en primer término que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad, a saber: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez y iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. 

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la Sección declarará improcedente el amparo solicitado y no entrará a analizar el fondo del asunto.

En caso contrario, en el evento en que el asunto supere dichos requisitos, corresponderá a la Sala adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Al respecto, resulta del caso reiterar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una «tercera instancia» que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

Del caso concreto

El señor Juan Guillermo Ortiz Posada, por conducto de apoderado, interpuso acción de tutela en contra del Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Sincelejo y el Tribunal Administrativo de Sucre, con el objeto de que se protegieran sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al acceso a la administración de justicia.
Estimó quebrantados sus derechos fundamentales con ocasión de las sentencias a través de las cuales se denegaron las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado 70001-33-33-007-2015-00108-01, promovido por el actor en contra de la Policía Nacional.

En síntesis, la parte actora considera que a través de dichas providencias se incurrió en defecto fáctico por indebida valoración probatoria, así como en un exceso ritual manifiesto al descartar un dictamen pericial por aspectos formales que, en todo caso, asegura que fueron subsanados en la audiencia de pruebas.

Concretamente, en su concepto se realizó una indebida valoración del material probatorio allegado al plenario, a partir del cual podía concluirse que el Formulario de Seguimiento y Evaluación que sirvió de fundamento para proferir el acto administrativo que dispuso su retiro de la institución, había sido adulterado y por lo tanto no podía ser tenido en cuenta para iniciar una actuación administrativa en su contra.
Como sustento de su afirmación, alegó que las autoridades judiciales demandadas rechazaron por aspectos netamente formales un dictamen pericial aportado con la demanda, en el que un perito grafólogo estableció que las firmas que obraban en el mencionado documento no eran las suyas.

En concepto del actor, esta conclusión estaba respaldada por el testimonio rendido en la audiencia de pruebas por el intendente Guillermo Luis Rada Pérez.
Igualmente, aseguró que no se tuvo en cuenta que había cumplido con las metas impuestas para el periodo evaluado y, además, alegó que no existía prueba alguna de que hubiera excedido los límites de velocidad, como lo había afirmado la institución como motivo para ordenar su retiro, por lo el acto administrativamente estaba falsamente motivado.
En primera instancia, el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, mediante sentencia del 12 de diciembre de 2018, denegó el amparo solicitado al considerar que no se había incurrido en el defecto fáctico alegado.

Al respecto, sostuvo que no se había evidenciado que las autoridades judiciales realizaran una indebida valoración probatoria, pues las pruebas fueron analizadas en conjunto, de forma razonable y de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

Inconforme con la anterior decisión, la parte actora la impugnó bajo el argumento de que tanto el fallo de tutela de primera instancia, como las providencias cuestionadas, se limitaron a analizar lo concerniente a la prueba pericial de grafología, pero se pasaron por alto otras situaciones de hecho y derecho debidamente acreditadas en la demanda, como lo fue la falsa motivación en que incurrió el acto administrativo demandado.
En general, reiteró las afirmaciones de la solicitud de amparo y agregó que el dictamen pericial fue decretado como prueba en la audiencia inicial por cumplir los requisitos establecidos en la ley, por lo que no entendía por qué posteriormente se estableció que no los cumplía.
Al respecto, la Sala anticipa que revocará la sentencia de primera instancia y concederá el amparo solicitado por el señor Ortiz Posada, por lo cual procede a realizar las siguientes apreciaciones:
Defecto procedimental por exceso ritual manifiesto
La Corte Constitucional ha definido el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto como aquel que se presenta cuando “un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia.”

Aunque, valga anotar, la primacía del derecho sustancial sobre las formalidades no puede constituirse, o interpretarse, como el puente a través del cual los sujetos procesales puedan evadir o sustraerse del cumplimiento de los deberes procesales que imponen las formas propias de cada juicio.

Así, el exceso ritual manifiesto debe entenderse como la conducta obstinada del juez, en procura de anteponer las ritualidades de los trámites judiciales en detrimento de lo que resulta indubitable, precisión que, en concordancia con la interpretación de la Corte Constitucional, conlleva a señalar que “se presenta un “exceso ritual manifiesto cuando hay una renuencia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales (…)”
.

No se trata, entonces, de flexibilizar el cumplimiento de los ritos procesales ante circunstancias particulares, sino de hacer prevalecer lo que se encuentra más que demostrado, con plena certeza, aun si las exigencias legales en materia procesal se oponen a ello.

En el caso concreto, la parte actora alega que las autoridades judiciales no tuvieron en cuenta que el Formulario de Seguimiento y Evaluación que contenía anotaciones en su contra había sido adulterado, ya que las firmas que allí aparecían no correspondían con las suyas.

Para demostrar su afirmación, el actor aportó con la demanda un dictamen pericial realizado por un perito grafólogo, en el que se corroboraba que su firma había sido suplantada; sin embargo, las autoridades judiciales tanto de primera como de segunda instancia, se apartaron de las apreciaciones de dicha experticia bajo el argumento de que no se habían cumplido los requisitos de la prueba pericial establecidos en el artículo 226 del Código General del Proceso.
Por su parte, el demandante considera que el hecho de rechazar por aspectos netamente formales un dictamen pericial que demostraba que el documento que sirvió de fundamento para su retiro había sido adulterado, desconocía sus derechos fundamentales por incurrir en un exceso ritual manifiesto, pues de haber sido tenido en cuenta, se habría demostrado que el acto administrativo estaba falsamente motivado y se habrían concedido las pretensiones de la demanda.
Sobre el particular, la Sala evidencia en primer lugar, que en la sentencia de primera instancia se hizo el siguiente análisis respecto de las pretensiones del actor:
“Como argumentos de defensa, el señor JUAN GUILLERMO ORTIZ POSADA expone, a través de su apoderado, básicamente que, i) que los registros apreciados por la Junta de Calificación y Evaluación están afectados de falsedad y, al demostrarse que los mismos son espurios, carecen de fundamento fáctico; ii) que al ser su función preventiva, mal puede exigírsele resultados operativos; iii) que no existe registro alguno que demuestre que haya violado las normas de tránsito y transporte; y, finalmente, iv) la violación al debido proceso al no haber sido enterado legalmente de las anotaciones negativas que se registran en su folio de vida y, sobre tales afirmaciones edifica los cargos de desviación de poder, vías de hecho, falsa motivación y desconocimiento de los postulados del órgano a quien el Constituyente le confió la guarda de la integridad y la supremacía de la Constitución, destacando que siempre permaneció con calificación superior lo que demuestra su intachable desempeño laboral.”
De lo transcrito, se tiene en primera medida que la juez de conocimiento estableció claramente los puntos de inconformidad del actor respecto del acto administrativo que dispuso su retiro de la institución y, con base en ellos, empezó el estudio de los medios probatorios que obraban en el expediente, para determinar si le asistía razón al actor.
Al respecto, indicó:

“(…) [E]ncuentra el juzgado que los argumentos de oposición expuestos por el demandante no resultan demostrados en este caso, lo que determina la no prosperidad de sus pretensiones, como se explica a continuación.
En primer lugar, se analizará la prueba pericial traída al proceso y con la cual busca el señor JUAN GUILLERMO ORTIZ POSADA acreditar que los registros negativos que se observan en su Folio de Vida, que corresponden a las fechas agosto 18 de 2014 (fl. 126), octubre 7 de 2014 (fl. 128), octubre 22 de 2014 (fl. 129) y noviembre 8 de 2014 (fl. 130), no le fueron debidamente notificados en la medida en que la firma que allí aparece impuesta como propia del actor, fue falseada.

De acuerdo con las previsiones del artículo 226 del C.G.P., la prueba pericial es procedente siempre que en el proceso se pretendan demostrar hechos que requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos, lo que en este caso se concreta al área de la grafología, en cuanto el demandante pretende demostrar la falsificación de su firma en los registros negativos que aparecen en su folio de vida en las fechas que ya antes se han referenciado.
Con la demanda introductoria de este proceso se allegó el Dictamen Grafotécnico que corre a folios 136 a 182, elaborado por el Grafólogo ANDRÉS MAURICIO BERMÚDEZ PALACIOS, quien se anunció en su trabajo como Auxiliar de la Justicia en el periodo 2003 – 2018. Este experticio fue sometido a la contradicción de la parte accionada, al darle traslado de la demanda, como lo ordena la norma procesal, sin que se hubiese formulado objeción u observación alguna sobre el mismo.

Ahora bien, lo primero que advierte el Juzgado es que el escrito que contiene la prueba pericial no cumple los requisitos del artículo 226 del CGP, en la medida en que en dicho documento no se hacen por el perito las siguientes declaraciones e informaciones:

1. La identidad de quien rinde el dictamen y de quien participó en su elaboración. En efecto en el escrito que contiene la prueba pericial, el profesional de la grafología se limita a informar que su nombre es ANDRÉS MAURICIO BERMÚDEZ PALACIOS y, para acreditar su calidad de grafólogo se limita a aportar con la prueba una copia informal de la credencial o licencia que le viene expedida por el Consejo Superior de la Judicatura para fungir como grafólogo. No obstante, en dicho documento se lee con claridad que el mismo es “VÁLIDO ÚNICAMENTE PARA POSESIÓN”, es decir, que no resulta útil para acreditar la calidad profesional, técnica o del arte con que se anuncia quien realizó el experticio.

2. La dirección, el número de teléfono, número de identificación y los demás datos que faciliten la localización del perito. También se echa de menos en el documento que contiene la prueba pericial, la información personal del grafólogo.
3. La profesión, oficio, arte o actividad especial ejercida por quien rinde el dictamen y de quien participó en su elaboración. Reza la disposición en cita que al dictamen pericial deberán anexarse los documentos idóneos que habilitan al perito para su ejercicio profesional, los títulos académicos y los documentos que certifiquen la respectiva experiencia profesional, técnica o artística. En este caso, tal requerimiento pretende ser acreditado, como ya se dijo, con copia informal de la credencial o licencia que le viene expedida por el Consejo Superior de la Judicatura para fungir como grafólogo. No obstante, en dicho documento se lee con claridad que el mismo es “VÁLIDO ÚNICAMENTE PARA POSESIÓN”, es decir, que no resulta útil para acreditar la calidad profesional, técnica o del arte con que se anuncia quien realizó el experticio, lo que pone de presente que no se encuentra demostrada la idoneidad de quien ha practicado la prueba pericial traída al proceso por la parte demandante.
4. La lista de publicaciones, relacionadas con la materia del peritaje, que el perito haya realizado en los últimos diez (10) años, si las tuviere. Este requisito de la prueba, si bien es opcional, no se encuentra relacionado en el documento que contiene el experticio.

5. La lista de casos en los que haya sido designado como perito o en los que haya participado en la elaboración de un dictamen pericial en los últimos cuatro (4) años. Exige la norma en comento que en dicha lista se referencie el juzgado o despacho en donde se presentó, el nombre de las partes, de los apoderados de las partes y la materia sobre la cual versó el dictamen. Pero este requisito tampoco aparece cumplido en el documento que contiene la prueba pericial.

6. Si ha sido designado en procesos anteriores o en curso por la misma parte o por el mismo apoderado de la parte, indicando el objeto del dictamen. En este punto, el perito guardó silencio al igual que en los temas restantes.
7. Si se encuentra incurso en las causales contenidas en el artículo 50, en lo pertinente. Nada dice el señor perito en relación con su habilitación para rendir la prueba, para lo cual era suficiente que afirmara si concurre en él, o no, alguna causal de inhabilidad o impedimento de las enlistadas en el art. 50 del C.G.P., que corresponden a las causas que permiten la exclusión de la lista de auxiliares de la justicia.

8. Declarar si los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones efectuados son diferentes respecto de los que ha utilizado en peritajes rendidos en anteriores procesos que versen sobre las mismas materias. En caso de que sea diferente, deberá explicar la justificación de la variación. Para acreditar este requisito, el perito informa en su experticio que utilizó el método signalético, que comprende las etapas de observación sistemática de los documentos, indicación y señalamiento de los caracteres distintivos y confrontación; no obstante, nada dice el perito en cuanto se refiere a la utilización de este mismo método en otros trabajos periciales, como lo exige la norma en estudio.” (Resaltado del texto original)
Según se tiene, la juez de primera instancia explicó uno por uno los requisitos que debía tener el dictamen pericial, en concordancia con el artículo 226 del Código General del Proceso, junto con la razón por la cual no había sido acreditado en el documento suscrito por el señor Andrés Mauricio Bermúdez Palacios.
Sobre tales consideraciones, el actor asegura que se trata de aspectos netamente formales que no podían servir para desechar un peritaje que demostraba la adulteración de su firma en el Formulario de Seguimiento y Evaluación del año 2014, que sirvió de fundamento para ordenar su retiro.

En principio, la Sala considera que la autoridad judicial tiene razón al establecer que el dictamen pericial debe cumplir con unos requisitos legales que, para el caso concreto, se echaban de menos en el estudio presentado con el escrito de demanda.
Sin embargo, tal y como lo afirmó el accionante, esos requisitos habían sido acreditados posteriormente en la audiencia de pruebas llevada a cabo en el proceso.

Sobre el particular, la autoridad judicial indicó:

“Al celebrarse la audiencia de pruebas se escuchó al señor BERMÚDEZ PALACIOS conforme al cuestionario que le fue inicialmente formulado por el señor apoderado de la parte demandante. En dicha sesión el perito informó sus generales de ley, expresó que su título es el de “TECNÓLOGO EN INVESTIGACIÓN JUDICIAL” del Tecnológico de Antioquia, que realizó una práctica en el Laboratorio de la Policía Nacional SIJIN, con estudios en grafología forense en la Universidad de Antioquia, Técnico Grafólogo de la Universidad de Medellín, afirmó tener experiencia como grafólogo verificador de nómina del Instituto de Seguros Sociales, como perito grafólogo asistiendo a juzgados municipales, juzgados del circuito, procesos de familia, laborales y administrativos, como perito en tribunales de arbitramento ante la Cámara de Comercio, ante el Consejo de Estado y ante la Corte Suprema de Justicia, siendo auxiliar de la justicia como perito grafólogo desde el año 2003 para lo cual exhibió ante el Juzgado la licencia que le fue expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, con vigencia desde el año 2013 hasta el año 2018.
Las manifestaciones y declaraciones así dadas por el perito BERMÚDEZ PALACIOS no resultan suficientes para suplir los requerimientos del artículo 226 del C.G.P. y, dichas falencias no permiten la apreciación del experticio traído al proceso por la parte demandante, como quiera que se trata del contenido mínimo de la prueba pericial, de manera que sin el cumplimiento de tales exigencias la prueba no alcanza la entidad suficiente para que sea apreciada y valorada por el Juez.” (Se resalta)
De lo transcrito, resulta claro que la juez, en su función de orientadora del proceso y con el ánimo de generar convicción sobre las calidades profesionales y la experiencia del perito, lo interrogó para que aclarara precisamente los puntos que no se encontraban en el dictamen pericial.
No puede pasarse por alto que las afirmaciones realizadas en la diligencia por parte del auxiliar de la justicia fueron rendidas bajo la gravedad de juramento y con los apremios de ley, por lo que no existe una justificación suficiente por parte de la autoridad judicial para no tener por cierto el dicho del perito, respecto de sus estudios académicos y su trayectoria profesional, cuando parte del cuestionario efectuado por la juez en la audiencia estuvo dirigido, claramente, a dilucidar tales aspectos.
En materia de pruebas periciales, el artículo 219 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, establece:
Artículo 219. Presentación de dictámenes por las partes. Las partes, en la oportunidad establecida en este Código, podrán aportar dictámenes emitidos por instituciones o profesionales especializados e idóneos.

Para tal efecto, al emitir su dictamen, los expertos deberán manifestar bajo juramento, que se entiende prestado por la firma del mismo, que no se encuentran incursos en las causales de impedimento para actuar como peritos en el respectivo proceso, que aceptan el régimen jurídico de responsabilidad como auxiliares de la justicia, que tienen los conocimientos necesarios para rendir el dictamen, indicando las razones técnicas, de idoneidad y experiencia que sustenten dicha afirmación, y que han actuado leal y fielmente en el desempeño de su labor, con objetividad e imparcialidad, tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera de las partes. Señalarán los documentos con base en los cuales rinden su dictamen y de no obrar en el expediente, de ser posible, los allegarán como anexo de este y el juramento comprenderá la afirmación de que todos los fundamentos del mismo son ciertos y fueron verificados personalmente por el perito. (Se resalta)
De lo anterior, se destaca que la norma especial aplicable al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, prevé que la afirmación del experto relativa a contar con la idoneidad y experiencia necesarias para realizar el dictamen, se realiza bajo la gravedad de juramento, el cual se entiende prestado con la firma del mismo.
En este caso, no solo debía entenderse prestado con la presentación del dictamen, sino con la manifestación clara y expresa que realizó al exponer su experticia en el trámite de la audiencia de pruebas.
Ahora bien, el Tribunal Administrativo de Sucre al resolver el recurso de alzada, se pronunció respecto de esta específica inconformidad del actor en los siguientes términos:

“Como fundamento de lo dicho, el actor allegó al proceso una prueba pericial de grafología, de la cual dice cumple con todos los requisitos legales, pero no fue debidamente valorada por la juez de primer grado.
Atendiendo a lo antes planteado, esta Sala considera, que si bien el demandante en sede judicial alega enfáticamente que los registros negativos que se observan en su folio de vida, a partir del 14 de agosto de 2014, no le fueron debidamente notificados, en razón a que la firma que en ellos aparece no corresponde a la de él; lo cierto es que, el dictamen pericial que busca ratificar tal supuesto fáctico, no cumple con todas las exigencias dispuestas en el artículo 226 del Código General del Proceso.

En efecto, de la verificación del dictamen grafotécnico, de fecha 1º de junio de 2015, se extrae, que se encuentra suscrito por el señor Andrés Mauricio Bermúdez Palacios, quien para acreditar su calidad de perito Grafólogo, aportó copia simple de la Licencia para ejercer el cargo de Auxiliar de la Justicia – Grafólogo, expedida por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Administrativa – Oficina Judicial Medellín, con fecha de expedición del 8 de mayo de 2013, con validez única para posesión.

De lo anotado, se comparte la apreciación del A-quo, en cuanto a que el citado documento no acredita la calidad de profesional que se anuncia, pues, se trata de una copia de una licencia válida únicamente para la posesión del cargo de auxiliar; por lo tanto, en consideración de esta Sala, se debió allegar por lo menos, copia de la tarjeta profesional, que acredite la calidad en que se actúa o de los títulos académicos o los documentos que certifiquen la respectiva experiencia profesional; aunado a que ni si quiera se cuenta con la información personal de quien realizó el experticio, ni con la manifestación de estar habilitado para rendirlo.
Tampoco se dijo nada en el experticio, ni se probaron los requisitos atinentes a la lista de publicaciones relacionadas con la materia del peritaje, que el perito hubiere realizado en los últimos 10 años, si las tuviere; o la lista de casos en los que hubiere sido designado como tal o en los que hubiere participado en la elaboración de un dictamen pericial en los últimos 4 años. Igualmente guardó silencio en cuanto si había sido designado en procesos anteriores o en curso, por la misma parte o por el mismo apoderado de la parte, indicando el objeto del dictamen.

También, se advierte que en el dictamen aludido se indicó que se utilizó el método signalético, no obstante, nada dijo en cuanto a la utilización de este mismo método en otros peritajes rendidos en anteriores procesos que versen sobre las mismas materias o si es diferente respecto de aquellos que utiliza en el ejercicio regular de su profesión u oficio”.

Así como lo hizo la juez de primera instancia, el Tribunal demandado tampoco encontró acreditados los requisitos que debe cumplir el dictamen pericial, establecidos en el artículo 226 del Código General del Proceso.
Sin embargo, como se expuso en líneas anteriores, la autoridad judicial también pasa por alto el hecho de que el perito fue interrogado en la audiencia de pruebas y que allí expuso sus generalidades de ley, así como sus estudios académicos y trayectoria profesional, afirmaciones que fueron realizadas bajo la gravedad de juramento y que, en criterio de esta Sala de Decisión, sí ayudan al juzgador a generar una convicción sobre las calidades e idoneidad de quien rindió el peritaje.
Contrario a ello, el Tribunal expuso:

“Pues bien, del interrogatorio absuelto por el perito se considera, que no obstante su relato sobre sus calidades, tales manifestaciones no resultan suficientes para su acreditación como Grafólogo, toda vez que no se acompañó junto con el dictamen, ni tampoco se allegó en la respectiva audiencia, los documentos que acreditan su idoneidad y experiencia; echándose igualmente de menos, algunas de las informaciones antes mencionadas. Recuérdese, que conforme lo establece el mismo artículo 226 del C. G. del P.: El dictamen deberá acompañarse de los documentos que le sirven de fundamento y de aquellos que acrediten la idoneidad y la experiencia del perito”.
Para la Sala, en el caso concreto la ausencia de un soporte documental no constituye una justificación clara y convincente por parte de los jueces de conocimiento, para concluir que no se acreditaron unos requisitos que aunque se echaban de menos en el dictamen pericial, luego fueron indicados por el perito en la etapa probatoria, se reitera, bajo la gravedad de juramento.
Así las cosas, en este específico punto se encuentra acreditada la existencia de un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, como quiera que se dio mayor prevalencia a unos requisitos formales que, en todo caso, se pudieron haber encontrado acreditados al realizar el análisis conjunto del dictamen y las manifestaciones del perito en la audiencia de pruebas, sin que haya una razón válida para considerar que el experto carecía de la idoneidad necesaria para rendir la experticia.
De otra parte, el actor alega que el Tribunal también desconoció los argumentos del dictamen pericial, bajo el argumento de que no se había cumplido con la cadena de custodia, cuando tal situación sí se había acreditado en el proceso.

Sobre el particular, la autoridad judicial estableció lo siguiente:
“En el presente asunto, el primero de los principios resulta afectado, pues, no  se garantiza, por falta de acreditación en el dictamen pericial, que los documentos originales que reposaban en el Archivo General de la Policía Nacional, fueron efectivamente consultados por el perito, en tanto, debía allegarse algún tipo de constancia, distinta a la propia versión del mismo, que indicase que el perito estuvo presente en tales instalaciones consultando dichos documentos y que los documentos consultados, corresponden efectivamente a los originales y que sobre ellos, se tomaron las microfotografías.
Sin que sea de recibo, el silencio del ente demandado al momento de interrogar al perito a manera de aceptación, pues, el tema toca lo relacionado con la autenticación del documento puesto en consideración para el análisis respectivo, en tanto, se requería que la Policía Nacional, custodia del documento, brinde certeza sobre la persona que lo elaboró. Nótese en este punto, que el dictamen pericial no fue efectuado sobre documentos obrantes en el expediente sino sobre documentos que reposan en el Archivo General de la Policía, por ende, al tratarse de análisis de documentos originales, el requisito de autenticidad del mismo era imperioso y el dictamen pericial al descuidar la cadena de custodia, no lo expuso.”
Según se tiene a folio 134 del expediente ordinario, obra copia simple del Oficio S – 2015 / ARGEN – GRICO – 1.10, proferido por el Archivo General de la Policía Nacional en respuesta a la solicitud documental radicada por el accionante, en el que se contestó lo siguiente:
“En su requerimiento usted nos solicita se envíe bajo cadena de custodia el Formulario de Evaluación y Seguimiento de 2014 bajo el cual usted es titular de la información, donde requiere el traslado del documento original al Departamento de Policía de Antioquia o Metropolitana del Valle de Aburrá para realizar un experticio técnico y/o grafológico, se entiende que bajo los parámetros que establece la Ley para realizar el procedimiento de cadena de custodia no es viable, por cuanto usted no representa autoridad judicial competente.
Es de aclarar que esta Área (consulta) está en toda la disposición de colaborar siempre y cuando la respectiva diligencia se realice en nuestras instalaciones, sin alterar la custodia de dichos documentos que se encuentra dentro de los anaqueles de esta Dependencia”.
En principio, se evidencia que la cadena de custodia echada de menos por el Tribunal respecto del documento que sirvió de base para realizar el dictamen, encuentra su justificación en la propia negativa de la entidad que poseía el formulario original.

Por tal razón, el perito reconoció en la audiencia de pruebas que, en todo caso, la experticia se realizó sobre el documento original, circunstancia que el mismo Tribunal tuvo presente al analizar este punto:
“Frente al experticio realizado respecto de las firmas del demandante en el Formulario II de seguimiento – año 2014, señaló, entre otros aspectos, que para su desarrollo se desplazó al Archivo General de la Policía Nacional, donde tuvo acceso a los documentos originales, sobre los cuales hizo su análisis y tomó las fotografías correspondientes.”
En vista de lo anterior, no se entiende tampoco por qué la autoridad judicial decide apartarse de la afirmación del perito que, dicho sea de paso, no fue controvertida por ninguna de las partes en la audiencia, lo cual se suma al hecho de que el dictamen nunca fue tachado ni objetado en el proceso.
Con todo, anexo al dictamen pericial visible a folios 136 a 151, se encuentra copia del formulario de seguimiento y evaluación objeto de discusión, a cuyo respaldo se establece que se trata de una reproducción de la copia auténtica que reposa en la oficina de Talento Humano del Departamento de Policía de Sucre.
Así, es claro que existían suficientes elementos para determinar que el dictamen pericial se había realizado sobre el documento primigenio o, por lo menos, respecto de documentos que correspondían al contenido del formulario original.
Ahora bien, el actor también considera que se incurrió en defecto fáctico por una indebida valoración de las demás pruebas que obraban en el expediente, concretamente, de aquellas que daban cuenta de que el acto administrativo de retiro estaba falsamente motivado.
Explicó que la decisión discrecional adoptada por la Policía Nacional, estuvo basada en los llamados de atención que daban cuenta de (i) un presunto incumplimiento de las metas asignadas y (ii) de exceder los límites de velocidad en 119 ocasiones.

Como primera medida, el actor sostuvo que no se tuvo en cuenta que sí se habían cumplido los compromisos adquiridos en la concertación de la gestión para el año 2014 y que su función era preventiva.

En segundo lugar, destacó que no había prueba alguna dentro del expediente que demostrara que había excedido los límites de velocidad, ya que no existía comparendo en su contra por parte de la Secretaría de Tránsito de Sincelejo.

Por tal razón, recordó que los llamados de atención por esas dos circunstancias no le fueron notificados y que la firma que aparece en su Formulario de Seguimiento y Evaluación no es la suya; por lo tanto, aseguró que no pudo ejercer su derecho de defensa y contradicción frente a los mismos y, en tal virtud, no se cumplieron todas las garantías en la actuación administrativa que dio lugar a la expedición del acto administrativo demandado.
En ese sentido, afirmó que así como no se tuvo en cuenta el dictamen pericial que daba cuenta de la falsificación de su firma, tampoco se valoró en debida forma la declaración del intendente Guillermo Luis Rada Pérez, quien fue su evaluador durante el período 2014 y presuntamente realizó las anotaciones en su contra, pues el funcionario había reconocido que las firmas que aparecían en el documento no eran las suyas.
Advirtió que eso demostraba que el Formulario de Seguimiento y Evaluación que sirvió de fundamento para retirarlo del servicio, había sido adulterado y no existía certeza sobre su originalidad y autenticidad, razón por la cual no podía tenerse en cuenta para proferir el acto administrativo que lo desvinculó de la Policía Nacional.
Pues bien, la Sala precisa que esos 2 puntos que el actor considera que fueron la justificación para dictar el acto administrativo de retiro, están plasmados precisamente en las anotaciones que obran en su Formulario de Seguimiento y Evaluación, respecto de las cuales advirtió no existir certeza sobre su autenticidad y originalidad.
Precisado lo anterior, la Sala considera que no hay lugar a realizar un pronunciamiento al respecto, como quiera que la autoridad judicial de segunda instancia, dentro de su autonomía judicial y sana crítica deberá realizar el estudio del dictamen pericial ya mencionado, justamente para determinar si existió la irregularidad alegada en la demanda.

Para ello, en el fallo de reemplazo, deberá estudiar de manera conjunta todos los medios de prueba que obran en el expediente para establecer la autenticidad y originalidad del documento que sirvió de fundamento para dictar el acto administrativo demandado y, de esa manera, adoptar la decisión que en derecho corresponda.

En efecto, es claro que la solicitud de tener en cuenta el testimonio rendido por el intendente Guillermo Luis Rada Pérez, en los términos expuestos en el escrito de tutela, va encaminada a demostrar una falsedad en el Formulario de Seguimiento y Evaluación del accionante, por lo que al dictar la nueva sentencia, el Tribunal demandado deberá hacer un estudio conjunto de todos los elementos materiales probatorios allegados al plenario, en aras de determinar si el formato de hoja de vida fue adulterado o no.
Con base en todo lo hasta aquí expuesto, la Sala revocará el fallo de primera instancia y, en su lugar, concederá el amparo solicitado por el señor Juan Guillermo Ortiz Posada.
Por lo tanto, se dejará sin efectos la sentencia del 18 de mayo de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Sucre, para que dicte una decisión de reemplazo en la que valore en debida forma el dictamen pericial aportado por la parte demandante, junto con los demás medios de prueba que obran en el expediente, teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en esta providencia.
Se precisa que la orden de amparo no está determinando el sentido en que se deba proferir el fallo ordinario, sino que va encaminada a que la autoridad judicial realice la valoración de todos los elementos materiales probatorios, incluyendo el referido dictamen pericial, dentro de los principios de la sana crítica y autonomía judicial y, con base en ese estudio, adopte la decisión correspondiente.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: Revócase la sentencia del 12 de diciembre de 2018 dictada por la Sección Segunda, Subsección B, de esta Corporación, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta sentencia.
SEGUNDO: Ampárense los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia del señor Juan Guillermo Ortiz Posada, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta sentencia.

TERCERO: Déjase sin efectos la sentencia del 18 de mayo de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo de Sucre al resolver la segunda instancia del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho con radicación 70001-33-33-007-2015-00108-01.

CUARTO: Ordénase que, en el término de los treinta (30) días siguientes a la notificación del presente proveído, dicha autoridad judicial proceda a dictar sentencia de reemplazo, en la cual valore en debida forma el dictamen pericial aportado por la parte demandante, junto con los demás medios de prueba que obran en el expediente, teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en esta providencia.

QUINTO: Notifíquese a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, y envíese copia de la misma al Despacho de origen. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE
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LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado
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